El siguiente es el documento presentado por el Magistrado. 

El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto  - 31 de octubre de 2017

Proceso: 


Restitución de inmueble arrendado – Rechaza recurso extraordinario de revisión
Radicación Nro. :
  
 66001-22-13-000-2017-01172-00
Demandante:


LEASING BOLIVAR S.A.
Demandado:

CARLOS ALBERTO CARMONA CARMONA
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Temas:


RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN - RECHAZO. [El] fallo quedó ejecutoriado el 21 de marzo de 2012, por lo que el término inicia su conteo el 22 del mismo mes y año, que iría en aplicación del máximo de cinco años hasta el 22 de marzo de 2017, pero la demanda fue propuesta el 19 de octubre de esta anualidad, por lo que se repite, aunque tuvo conocimiento del fallo hace menos de dos años, lo cierto es que, si se superó para la presentación del recurso el quinquenio l{imite que brinda la norma y como se explicó en precedencia, su control opera, una vez cause ejecutoria la sentencia pertinente, al margen del conocimiento o no del fallo objeto de revisión. Dentro del panorama que muestra esa información, se corrobora que ha pasado con holgura el término previsto en el inciso 2º del artículo 356 del CGP, tardanza que apareja el rechazo de la demanda presentada (inciso 3º ídem), sin que sea necesario examinar aspectos formales.
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Magistrado:   Edder Jimmy Sánchez Calambás 
Pereira. Treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete  

Expediente. 66001-22-13-000-2017-01172-00
______________________________________________
Se decide sobre la admisibilidad del recurso extraordinario de revisión, promovido mediante apoderado judicial por el señor CARLOS ALBERTO CARMONA CARMONA, invocando la causal séptima del artículo 355 del CGP, respecto de la sentencia proferida el 7 de marzo de 2012 dentro del trámite de restitución de inmueble arrendado iniciado por LEASING BOLIVAR S.A. frente al aquí recurrente en revisión.
ANTECEDENTES 
1. En los hechos se expuso que en los años 2005 y 2006 el señor Carlos Alberto Carmona suscribió contratos de leasing con la sociedad demandante, siendo la dirección de notificación prevista en dichos contratos, “BQ 6 AP101 VILLA DE LA MADRID Pereira”. 

2. Desde comienzos del año 2007, cambió dicha nomenclatura a “Barrio Belmonte, Rincón de La Palma, Casa 68, Pereira” lo cual fue debidamente informado a Leasing Bolivar S.A.

3.  Dice, esta última nomenclatura aparece en cada uno de los estados de cuenta que le han sido remitidos, además de que el apoderado de la ejecutada reenvió el 29 de diciembre de 2009, al correo electrónico de su esposa un mensaje de un empleado de la empresa demandante. 

4. Pese a la existencia comprobada de una nueva dirección, el proceso de restitución de inmueble continuó su curso, en detrimento de sus derechos e intereses, ya que nunca se le notificó personalmente el auto que admitió dicha demanda. 

5. Que en el expediente reposa informe de la empresa REDEX, sobre la citación enviada al señor Carlos Alberto, en la que no se aprecia nombre alguno de la persona que la recibió, solo se indica “guardia piso” y luego sin que el apoderado de la demandante acreditara el mayor esfuerzo para hacer efectiva la notificación al demandado, solicitó su emplazamiento aduciendo desconocer su lugar de habitación. 
6. Informa que solo hasta el 7 de abril de este año, el señor Carlos Alberto Carmona tuvo conocimiento de la existencia de la sentencia, en razón de una solicitud elevada a la entidad, quien como respuesta indicó que ya existía sentencia ejecutoriada frente al cobro jurídico. 

Pide, por tanto, que se declare la nulidad de lo actuado en el proceso referido, por la indebida notificación o emplazamiento, ordenándose la notificación personal del auto admisorio de la demanda.
CONSIDERACIONES 

1. Según el artículo 354 del Código General del Proceso, el recurso extraordinario de revisión procede contra las sentencias ejecutoriadas, y únicamente por los motivos específicamente instituidos en el precepto 355 ibídem; desde luego que constituye una garantía de justicia porque con su formulación se puede obtener la aniquilación de una providencia de esa categoría que fuere injusta, o cuando se haya proferido con serio quebranto del derecho a la defensa, o que surja como consecuencia de un comportamiento ilícito de las partes, lo que habilita para romper el carácter de firme e inmutable de que se hallan revestidas por virtud de los efectos de la cosa juzgada material. 

2. Por sabido se tiene que para los recursos contra las providencias judiciales, con independencia de su decisión final, deben concurrir unos requisitos iniciales de admisibilidad, entre los cuales importa resaltar su formulación dentro del término legal respectivo (art. 358), que para el remedio procesal de revisión, acorde con el artículo 355 del Código General del Proceso, es “dentro de los dos (2) años siguientes a la ejecutoria de la respectiva sentencia cuando se invoque alguna de las causales consagradas en los numerales 1, 6, 8 y 9 del artículo precedente” (inciso 1º) y enseguida precisa, que si se alega la causal del numeral 7º, tales 2 años empezarán a contarse desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante hayan tenido conocimiento de ella, con un límite máximo de 5 años; con la salvedad que cuando la sentencia debe ser inscrita en un registro público, esos términos sólo comenzarán a correr a partir de la fecha de la inscripción.
Tal causal séptima se refiere a “Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no haya sido saneada la nulidad”

Ahora los términos para ser invocada deben entenderse de la siguiente manera, como con anterioridad han sido explicados por un homólogo de esta Sala: 
“Esta norma debe entenderse así: 

1. El término para promover el recurso, genéricamente, es de dos años. 

2. Esos dos años, tratándose de esta causal, comienzan a contarse no desde la ejecutoria de la sentencia, sino desde cuando el recurrente o su representante tienen conocimiento de ella. 

3. Si dicha sentencia debe ser registrada, los 2 años empezarán a contarse a partir de la fecha de la inscripción, siempre y cuando, el recurrente no hubiera tenido conocimiento del fallo con antelación, porque la intelección que se le debe dar a ese precepto es que lo que se busca proteger es el derecho de defensa de quien ha sido mal notificado o emplazado, de manera que una vez obtiene conocimiento, aun antes del registro, ya no se justificaría un tiempo adicional para acudir al remedio procesal. 

4. En todo caso, el límite máximo para proponer la demanda será de 5 años, lo que se traduce en qué, cualquiera que sea el momento en el que se conozca el contenido de la Providencia o se produzca la inscripción en el registro, el recurrente tiene 2 años para presentarla, solo que no podrán haber transcurrido más de 5 años desde la ejecutoria de la sentencia. Con un ejemplo se podría graficar lo anterior: si, dictada una sentencia, el demandado tiene conocimiento de ella 3 años después, o el registro se produce 3 años después, le quedan expeditos al afectado 2 años; pero sí el conocimiento se obtiene 4 años después, o el registro ocurre 4 años después, sólo dispondrá de un año para promover el recurso, dado que, se insiste, el término máximo es de 5 años. 

5.
Finalmente, el registro de la sentencia trae como consecuencia, por la publicidad que ese acto envuelve, que desde ese momento hay un conocimiento tácito de la misma, lo que implica que no podría discutirse que el recurrente se enteró con posterioridad, para efectos de contabilizar el término para proponer el recurso.“
 subrayas propias.
La Corte Suprema de Justicia, refiriéndose al tema evaluado ha expuesto:

“1.3. Respecto a la contabilización de los términos la Corte, en el auto indicado precisó:: ‘…como sucede en las demás causales, también en la séptima el término para recurrir es de dos años; la diferencia estriba, entonces, es en el momento en que esos dos años comienzan a correr, porque no será a partir de la ejecutoria de la sentencia, de conformidad con la regla general, sino que se contarán, ya a partir de cuando la parte perjudicada o su representante haya tenido conocimiento de la decisión, ora a partir de la fecha de registro, si la sentencia es de aquellas que deben inscribirse en un registro público; pero para deducir la oportunidad de la impugnación extraordinaria, no basta con tener en cuenta aquellos términos, sino también el plazo máximo fijado en la misma ley, que no puede ser superior a los cinco años contados desde la ejecutoria de la respectiva sentencia, como así se desprende de una visión integral del artículo 381 en comento”. (Auto de 2 de agosto de 1995 citado en auto 243 de 16 de octubre de 1998) –La Corte hace notar- (CSJ SR 16 de julio de 2001, Exp, n° 7403).”

DEL CASO CONCRETO
1. En el proceso que es objeto de este pronunciamiento, tal exigencia de presentación tempestiva no se encuentra cumplido. Examinando que la misma no se trata de aquellas sentencias sujetas a registro, campean los dos referentes temporales: de un lado, dos años y se cuentan desde el momento en que cuando el indebidamente representado, notificado o emplazado, tuvo conocimiento del fallo, pero también opera el otro período, el cual es el límite máximo de cinco años.
2. Justamente, observando los documentos anexos a ese libelo genitor, emerge que la decisión que puso fin a la instancia fue emitida el 7 de marzo de 2012, se notificó por edicto desfijado el día 15 de ese mes, de tal manera que quedó ejecutoriada el 21 del mismo mes y año, luego se llevó a cabo la liquidación de costas (folios 100, 101y s, de las copias del cuaderno del Tribunal). De otro lado, la parte recurrente refiere en el hecho 26 del libelo introductor que “Sólo hasta el 07 de abril de 2017” tuvo conocimiento de la sentencia en su contra.  
Situación que analizada bajo el panorama ya explicado, esto es, si bien no ha trascurrido el bienio desde que el señor Carlos Alberto tuvo conocimiento de tal acontecimiento, si se encuentra superado el plazo de cinco (5) años, como límite después de la ejecutoria de la aludida sentencia.

3. Repasemos: Dicho fallo quedó ejecutoriado el 21 de marzo de 2012, por lo que el término inicia su conteo el 22 del mismo mes y año, que iría en aplicación del máximo de cinco años hasta el 22 de marzo de 2017, pero la demanda fue propuesta el 19 de octubre de esta anualidad, por lo que se repite, aunque tuvo conocimiento del fallo hace menos de dos años, lo cierto es que, si se superó para la presentación del recurso el quinquenio l{imite que brinda la norma y como se explicó en precedencia, su control opera, una vez cause ejecutoria la sentencia pertinente, al margen del conocimiento o no del fallo objeto de revisión.

4. Dentro del panorama que muestra esa información, se corrobora que ha pasado con holgura el término previsto en el inciso 2º del artículo 356 del CGP, tardanza que apareja el rechazo de la demanda presentada (inciso 3º ídem), sin que sea necesario examinar aspectos formales.
DECISIÓN

Con fundamento en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, resuelve:

Primero. Rechazar la demanda para recurso extraordinario de revisión de CARLOS ALBERTO CARMONA CARMONA contra la sentencia de 7 de marzo de 2012, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito adjunto de la ciudad, en el proceso arriba mencionado. 

Segundo. Reconocer personería al abogado Samuel Alonso Gutiérrez Parra, como apoderado del recurrente, en los términos del poder obrante en los folios 1 del escrito contentivo del recurso de revisión. 
Sin necesidad de desglose, devuélvanse los anexos presentados. 
Notifíquese,
El Magistrado,
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